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Venezuela  

Ley Orgánica de Reforma a la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia. (2021)  

 

Artículo 1.  

Se modifica el artículo 1, quedando la redacción en los términos siguientes:  

Objeto  

Artículo 1. Esta Ley tiene por objeto garantizar y promover el derecho de las mujeres a una vida 

libre de violencia en el ámbito público y privado, creando condiciones para prevenir, atender, 

sancionar y erradicar la violencia contra ellas en cualquiera de sus formas y ámbitos, arraigada 

en la discriminación sistémica contra las mujeres especialmente cuando se encuentran en 

situación de vulnerabilidad, impulsando cambios en los patrones socioculturales que sostienen 

las relaciones desiguales de poder sobre las mujeres, para favorecer la construcción de una 

sociedad justa democrática, participativa, paritaria, protagónica y libre de violencia 

 

Artículo 2.  

Se modifica el acápite y el artículo 2, quedando la redacción en los términos siguientes:  

Finalidad  

Artículo 2. Esta Ley tiene como finalidad:  

1. Garantizar a todas las mujeres el ejercicio y acceso expedito, transparente y efectivo de sus 

derechos humanos exigibles ante los órganos del sistema de justicia y la administración pública; 

para asegurar la oportuna y adecuada respuesta.  

2. Velar por la centralidad de los derechos humanos de las víctimas y sus familiares en todas las 

acciones realizadas en el marco de esta Ley.  

3. Garantizar que las decisiones que se adopten respeten y promuevan la autonomía de las 

mujeres y fortalecimiento de sus derechos humanos. 

4. Asegurar la aplicación de criterios probatorios libres de estereotipos y prejuicios de género 

que subordinan a las mujeres y no las reconocen como sujetos de derecho.  

5. Fortalecer políticas públicas para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra 

las mujeres y la discriminación de género. Para ello, el órgano rector con competencia en la 

materia coordinará con los órganos del Poder Público la implementación de programas en el 

ámbito educativo, laboral, económico, cultural, social, salud, comunicacional, y otras acciones 

para cumplir con el objeto de esta Ley. La enseñanza de los derechos humanos y en particular 

los derechos vinculados con los derechos de las mujeres, deberán estar integrados en el 

currículo formal de todo el sistema educativo.  

6. Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral a las 

mujeres víctimas de violencia desde las instancias jurisdiccionales.  

7. Coordinar los recursos presupuestarios e institucionales de los distintos Poderes Públicos, 

definiendo líneas de acción que permitan asegurar la prevención, atención, sanción y 

erradicación de los hechos de violencia contra las mujeres, así como la implementación de 

medidas socioeducativas que eviten la reincidencia.  

8. Promover la participación protagónica de mujeres y hombres en las asociaciones, 

organizaciones sociales, fundaciones y otros movimientos del Poder Popular que impulsan 

actividades dirigidas a prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia hacia las mujeres.  
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9. Garantizar el principio de transversalidad de las medidas de sensibilización, prevención, 

detección, seguridad y protección, de manera que en su aplicación se tengan en cuenta los 

derechos humanos, necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de 

violencia.  

10. Promover la sensibilización y la especialización de las servidoras y servidores de la 

administración pública y del sistema de justicia, que intervienen en todo el proceso de 

información, atención, orientación y protección integral de las mujeres víctimas de violencia.  

11. Garantizar los recursos económicos, profesionales, tecnológicos, científicos y de cualquier 

otra naturaleza, que permitan la sustentabilidad de los planes, proyectos, programas, acciones, 

misiones y toda otra iniciativa orientada a la prevención, atención, sanción y erradicación de la 

violencia contra las mujeres y el ejercicio pleno de sus derechos humanos. 

12. Establecer y fortalecer medidas de seguridad y protección y medidas cautelares que 

garanticen los derechos protegidos en esta Ley y la protección de la dignidad e integridad física, 

psicológica, sexual, patrimonial y jurídica de las mujeres víctimas de violencia por razones de 

género.  

13.Establecer un sistema integral de garantías para el ejercicio de los derechos desarrollados en 

esta Ley con enfoque de igualdad y equidad, superadora de toda discriminación y violencia 

contra las mujeres.  

14. Prohibir la exposición o instrumentalización de las mujeres víctimas de violencia y sus 

familiares, a situaciones de incomprensión o reiteraciones innecesarias que las sometan a un 

nuevo proceso de victimización, para lograr de manera eficaz la protección, seguridad y 

prevención de nuevos actos de violencia. 

 

Artículo 3. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 2, quedando la redacción en los 

términos siguientes:  

Principios  

Artículo 3. La aplicación de esta Ley se rige por los principios de igualdad y no discriminación, 

interés superior de las niñas, niños y adolescentes, debida diligencia, intervención inmediata y 

oportuna, interdependencia, indivisibilidad y universalidad. 

 

Artículo 4.  

Se agrega un nuevo artículo después del artículo 3, quedando la redacción en los términos 

siguientes:  

Enfoques  

Artículo 4. En la aplicación de esta Ley es obligatorio para los órganos del sistema de justicia y 

los demás órganos y entes del Estado aplicar los siguientes enfoques: 1. Enfoque de género. 2. 

Enfoque feminista. 3. Enfoque de derechos humanos. 4. Enfoque intercultural. 5. Enfoque de 

integralidad. 6. Enfoque generacional. 7. Enfoque de interseccionalidad. 

 

Artículo 5.  

Se modifica el artículo 3, quedando la redacción en los términos siguientes:  

Derechos protegidos  

Artículo 5. Esta Ley abarca la protección de los siguientes derechos:  

1. El derecho a una vida libre de violencia en el ámbito público y privado.  
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2. La protección a la dignidad e integridad física, psicológica, sexual, patrimonial y jurídica de las 

mujeres víctimas de violencia, en los ámbitos público y privado.  

3. La igualdad real y efectiva de derechos entre las mujeres y los hombres. 

4. La protección de las mujeres en situación de especial vulnerabilidad a la violencia por razón 

de género.  

5. El derecho de las mujeres a recibir plena información y asesoramiento adecuado a su situación 

personal, a través de los servicios, organismos u oficinas que están obligadas a crear y mantener 

la administración pública nacional, estadal y municipal. Dicha información comprenderá las 

medidas contempladas en esta Ley relativas a su protección y seguridad, y los derechos y ayudas 

previstos en la misma, así como lo referente al lugar de prestación de los servicios de atención, 

emergencia, apoyo y recuperación integral. Las referidas medidas deberán ser objeto de 

divulgación permanente por los organismos antes indicados.  

6. Los demás consagrados en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y en los 

convenios y tratados internacionales en la materia, suscritos y ratificados por la República 

Bolivariana de Venezuela, tales como la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW). 

 

Artículo 6. Se modifica el artículo 4, quedando la redacción en los términos siguientes: 

Garantías  

Artículo 6. Todas las mujeres con independencia de su edad, origen étnico, rasgos fenotípicos, 

raza, color, linaje, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo, ideología, filiación política o 

filosófica, estado civil, tipo de ocupación, grado de educación, discapacidad, gestación, lugar de 

nacimiento, condición socioeconómica, condición migratoria, estado de salud, diferencia física, 

orientación sexual, identidad de género o expresión de género, así como cualquier otra 

condición personal o colectiva, temporal o permanente, dispondrán de los mecanismos 

necesarios para hacer efectiva las garantías de los derechos reconocidos en esta Ley:  

1. La información, la atención social integral y la asistencia jurídica gratuita a las mujeres víctimas 

de violencia por razones de género, son responsabilidad del Estado.  

2. En el caso de mujeres en situación de vulnerabilidad, el Ministerio del Poder Popular con 

competencia en materia de mujer e igualdad de género, a través del Instituto Nacional de la 

Mujer, así como los institutos regionales y municipales, deben asegurarles que la información 

se ofrezca en formato accesible y comprensible, en el idioma castellano, idiomas indígenas, la 

lengua de señas venezolana y otras modalidades u opciones de comunicación, incluidos los 

sistemas alternativos y aumentativos. En fin, se articularán los medios necesarios para que las 

mujeres en situación de violencia por razones de género que por sus circunstancias personales 

y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la información, tengan 

garantizado el ejercicio efectivo de este derecho.  

3. Las mujeres víctimas de violencia por razones de género tienen derecho a servicios sociales 

de atención, de emergencia, de protección, de apoyo, acogida y de recuperación integral. En 

cada estado y municipio se crearán dichos servicios, con cargo al presupuesto anual. La atención 

que presten dichos servicios deberá ser gratuita, de calidad, permanente, urgente, especializada 

y multidisciplinaria profesionalmente y será financiada por el Estado.  

4. Los servicios enunciados en el numeral anterior actuarán coordinadamente y en colaboración 

con los órganos de seguridad ciudadana, el sistema de justicia, los servicios de salud y la 
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Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer. También tendrán derecho a la atención social 

integral a través de estos servicios sociales las niñas, niños y adolescentes que se encuentren 

bajo la potestad parental o responsabilidad de crianza de las mujeres víctimas de violencia.  

5. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de mujer e igualdad de género, 

el Instituto Nacional de la Mujer y los institutos estadales y municipales de la mujer, así como 

otras asociaciones, organizaciones incluyendo las comunitarias que promueven la defensa de 

los derechos humanos de las mujeres, orientarán y evaluarán los planes, proyectos, programas 

y acciones que se ejecuten y emitirán recomendaciones para su mejora y eficacia. 

6. La Defensoría del Pueblo, el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 

mujer e igualdad de género, a través del Instituto Nacional de la Mujer, y los institutos estadales 

y municipales velarán por la correcta aplicación de esta Ley y de los instrumentos derivados de 

la misma. Corresponderá a la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer y a las defensorías 

estadales, municipales y comunales velar por el respeto y ejercicio efectivo del derecho a la 

justicia de las mujeres víctimas de violencia por razones de género, asegurando que se les 

brinden los servicios necesarios que garanticen la efectividad de los derechos aquí consagrados. 

Este derecho asistirá también a las y los causahabientes en caso de fallecimiento de la mujer 

agredida.  

7. Los colegios de abogadas y abogados, médicas y médicos, psicólogas y psicólogos y 

enfermeras y enfermeros de los distintos estados deben establecer servicios gratuitos de 

asesoría especializada integral a las mujeres víctimas de violencia por razones de género.  

8. Las trabajadoras en situación de violencia por razones de género tendrán derecho a la 

reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a ser movilizadas geográficamente o al 

cambio de su centro de trabajo. Si su estado requiriere una suspensión laboral, la misma deberá 

ser acreditada con la orden de protección de la jueza o del juez, previo informe y solicitud del 

Ministerio Público, bastando la acreditación de indicios.  

9. El Estado desarrollará políticas públicas dirigidas a las mujeres víctimas de violencia por 

razones de género que carezcan de trabajo, pudiendo ser insertadas en los programas, misiones 

y proyectos de capacitación para el empleo y emprendimiento, según lo permitan las 

condiciones físicas y psicológicas en las cuales se encuentren. Si las mujeres agredidas tuvieran 

una discapacidad reconocida oficialmente que les impida u obstaculice el acceso al empleo, 

recibirán una atención especial que permita su inserción laboral y su capacitación. Para ello se 

establecerán programas, proyectos y misiones. El Estado creará exenciones tributarias a las 

empresas, cooperativas y otros entes que promuevan el empleo, la inserción y reinserción en el 

mercado laboral y productivo de las mujeres víctimas de violencia por razones de género. 

10.Las mujeres víctimas de violencia por razones de género tendrán prioridad para las ayudas y 

asistencias que cree la administración pública nacional, estatal o municipal.  

11.Las mujeres víctimas de violencia por razones de género tendrán prioridad en el acceso a la 

vivienda, a la tierra, al crédito y a la asistencia técnica en los planes gubernamentales. 

 

Artículo 8.  

Se modifica el artículo 10, quedando la redacción en los términos siguientes: 

Supremacía y orden público  

Artículo 12.  
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Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación preferente. El respeto, garantía y protección 

de los derechos humanos de las mujeres es una materia de orden público e interés general. En 

consecuencia, todas las servidoras públicas y servidores públicos deben actuar de oficio ante las 

situaciones de amenaza o violación de los derechos humanos de las mujeres, sin que sea 

necesaria la solicitud, intervención o impulso de las personas interesadas. En caso de duda en la 

interpretación o aplicación de esta Ley se adoptará aquella que más favorezca la protección de 

los derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia por razones de género y sus 

familiares. 

 

Artículo 9.  

Se agrega un nuevo artículo después del artículo 10, quedando la redacción en los términos 

siguientes:  

Prohibición de la mediación y conciliación  

Artículo 13. A los fines de garantizar los derechos de las mujeres víctimas de violencia por 

razones de género se prohíbe: 

1. La exposición de las mujeres víctimas de violencia y sus familiares, a situaciones de 

incomprensión o reiteraciones innecesarias que las sometan a un nuevo proceso de 

victimización.  

2. La aplicación de la mediación, conciliación y demás medios alternativos de resolución de 

conflictos en los procedimientos de violencia contra la mujer por razones de género, en los casos 

que impliquen violación o amenaza al derecho a la vida e integridad física. En las demás 

situaciones podrá excepcionalmente emplearse estos medios siempre que una evaluación 

anterior por parte de un equipo multidisciplinario garantice el consentimiento libre e informado 

de las víctimas y no existan indicadores de nuevos riesgos para las víctimas o sus familiares. En 

ningún supuesto, la violencia contra la mujer por razones de género será remitida 

obligatoriamente a procedimientos alternativos de resolución de conflictos ni constituirá 

obstáculo para su acceso efectivo a la justicia.  

3. El empleo de las víctimas y sus familiares para realizar notificaciones y citaciones previstas en 

esta Ley. Las servidoras públicas y servidores públicos que incumplan la presente disposición 

serán sancionados por la comisión del delito de violencia institucional. 

 

Artículo 11.  

Se modifican los numerales 3, 5, 6, 7, 11 y se agregan 4 numerales adicionales al artículo 15, 

quedando la redacción en los términos siguientes:  

Formas de violencia  

Artículo 19. Se consideran formas de violencia por razones de género contra las mujeres, las 

siguientes:  

3. Amenaza: Es la manifestación verbal, escrita u otros actos ejecutados por cualquier medio, 

incluyendo medios de comunicación y tecnologías de comunicación e información, de ejecutar 

un daño psicológico, sexual, laboral, patrimonial o físico, con el fin de intimidar a la mujer, tanto 

en el ámbito público como en el privado. 

5. Violencia familiar: Toda conducta activa u omisiva, constante o no, de empleo de fuerza física 

o violencia psicológica, intimidación, acoso, hostigamiento, persecución, humillación o amenaza 

contra la mujer por parte de la persona con quien mantiene o mantuvo matrimonio, unión 
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estable de hecho o relación de afectividad, con o sin convivencia, ascendientes, descendientes, 

parientes colaterales, consanguíneos y afines, que sea ejercida por sí o por terceros. Se 

entenderá también como violencia familiar todo acto de violencia, acciones u omisiones que 

afecten a familiares ascendientes, descendientes y colaterales consanguíneos y afines, y 

personas al cuido de las mujeres, que tengan como finalidad ocasionar condiciones de violencia, 

temor, daño, doblegar la voluntad de la mujer e incluso su muerte.  

6. Violencia sexual: Toda conducta que amenace o vulnere el derecho de la mujer a decidir 

voluntaria y libremente su sexualidad, comprendiendo ésta no solo el acto sexual, sino toda 

forma de contacto o acceso sexual, genital o no genital, tales como violencia sexual, acto sexual 

con víctima especialmente vulnerable y abuso sexual sin penetración.  

7. Violencia sexual en la relación de pareja: Es una forma de violencia sexual, en la cual mediante 

violencias o amenazas se constriñe a la cónyuge, persona con quien mantenga unión estable de 

hecho o relación de afectividad a un acto que constituya violencia sexual.  

11. Violencia laboral: Es toda discriminación, amenaza, acoso y hostigamiento hacia la mujer por 

razones de género en los centros de trabajo, públicos o privados, que obstaculicen su acceso al 

empleo, ascenso o estabilidad en el mismo o generen un medio de trabajo hostil, tales como 

exigir requisitos sobre el estado civil, la edad, la apariencia física o buena presencia, o la solicitud 

de resultados de exámenes de laboratorios clínicos que supeditan la contratación, ascenso o 

permanencia de la mujer en el empleo. Constituye también discriminación de género en el 

ámbito laboral el quebrantar el derecho de igual salario por igual trabajo o no otorgar los 

permisos respectivos para que las mujeres víctimas de violencia puedan cumplir con las 

actividades que requieren su presencia conforme a lo establecido en esta Ley.  

18. Violencia informática: Es todo acto que involucre como medio para la comisión de un delito 

de violencia contra la mujer el uso de las tecnologías de la información y comunicación, 

mediante el empleo o la divulgación de material audiovisual, imágenes, datos y cualquier otra 

información de una mujer para ejercer violencia psicológica, acoso, hostigamiento, acoso sexual, 

violencia mediática, simbólica, política o cualquier otra forma de violencia.  

19. Violencia política: Es todo acto que, mediante la coacción, amenaza o cualquier otra forma 

de violencia, limite, menoscabe o imposibilite el libre ejercicio de la participación política de las 

mujeres en condiciones de igualdad y equidad en cargos de elección popular, en el ejercicio de 

la función pública y en organizaciones con fines políticos, sindicales, educativos, culturales, 

deportivos, profesionales, asociaciones comunitarias, movimientos sociales y del poder popular. 

20. Violencia ginecológica: forma de violencia expresada en actos discriminatorios, degradantes 

y vejatorios de la dignidad de las mujeres practicados y tolerados por el personal de la salud que 

atente contra su autonomía y sexualidad. 

21. Violencia multicausal: Es todo acto de violencia contra la mujer ejecutado en razón de la 

concurrencia de su condición de mujer con sus rasgos fenotípicos, etnia, raza, color, linaje, 

condición de discapacidad, condición de salud, edad, orientación sexual, identidad de género, 

expresión de género o cualquier otro motivo discriminatorio.  


